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INFORME ACERCA DE LA PROPUESTA DE DECLARACIÓN INSTITUCIONAL FORMULADA POR LOS GRUPOS PARLAMENTARIOS BILDU-NAFARROA Y ARALAR-NAFARROA BAI SOBRE LA REPROBACIÓN DE DIVERSOS CARGOS Y EX CARGOS PÚBLICOS

1. Ha entrado en el Registro de este Parlamento el día 7 del mes en curso una propuesta de declaración institucional formulada por los Grupos Parlamentarios Bildu-Nafarroa y Aralar-Nafarroa Bai, cuyo texto es el siguiente:

“1.- El Parlamento de Navarra reprueba y muestra su más enérgica repulsa por la actuación de la Presidenta del Gobierno de Navarra, Doña Yolanda Barcina Angulo, el Expresidente del Gobierno de Navarra Don Miguel Sanz Sesma, el actual alcalde de Pamplona, Don Enrique Maya, y el Exconsejero del Gobierno de Navarra, Don Álvaro Miranda, en el ejercicio de sus responsabilidades en CAN, por el cual se lucraron de forma irregular y de forma contraria a los principios éticos y políticos mediante el cobro de dietas y con voluntad expresa de ocultación a la ciudadanía..

2.- El Parlamento de Navarra, en su ámbito de competencia, considera que una persona que ha actuado de la forma descrita en el punto anterior, no está habilitada para ostentar el máximo cargo de responsabilidad institucional de nuestro territorio.

3.- Por todo ello, el Parlamento de Navarra exige la dimisión inmediata de Doña Yolanda Barcina Angulo de su cargo de presidenta del Gobierno de Navarra.”

Tal como se observa, la mencionada iniciativa parlamentaria contiene los siguientes elementos:

a) La reprobación tanto de quienes hoy ostentan determinados cargos públicos como de otros que en el pasado los ejercieron y actualmente han dejado de hacerlo. En concreto, la reprobación pretende alcanzar a Doña Yolanda Barcina Angulo, Presidenta del Gobierno y de la Comunidad Foral de Navarra, a Don Enrique Maya, Alcalde de Pamplona; afecta también a los hoy ciudadanos particulares D. Miguel Sanz Sesma y D. Álvaro Miranda Simavilla.

b) La muestra de la “más enérgica repulsa” a la actuación de tales personas.

c) La reprobación y la expresión de repulsa se fundamentan en su “actuación...en el ejercicio de sus responsabilidades en CAN, por el cual se lucraron de forma irregular y de forma contraria a los principios éticos y políticos mediante el cobro de dietas y con voluntad expresa de ocultación a la ciudadanía”

d) La expresión de la convicción parlamentaria de que el proceder descrito inhabilita a una persona para ostentar el máximo cargo de responsabilidad institucional de lo que califican como “nuestro territorio”.
e) Exigencia de la dimisión de Doña Yolanda Barcina Angulo de su “cargo de presidenta del Gobierno de Navarra”.
Esta declaración contiene variados y mezclados aspectos controvertidos desde la óptica del Derecho parlamentario y, en general, del conjunto de nuestro ordenamiento jurídico.

2. Para comenzar existe una mixtura del instituto propio de la censura política, como es la reprobación, y de lo que puede considerarse más idóneamente como una declaración, esto es, la manifestación de la repulsa a su actuación. Por otra parte, la reprobación se actúa tanto respecto de un cargo público cuyo control tiene atribuido este Parlamento, la Presidencia del Gobierno de Navarra, como de quien, siendo Alcalde de un Municipio, es más que discutible que sea susceptible del control parlamentario, toda vez que, conforme a lo previsto en el Amejoramiento, al Parlamento de Navarra le corresponde el control e impulso de la acción de la Diputación Foral (art. 11 de la LORAFNA). A su vez se pretende censurar o reprobar a quienes, siendo simples ciudadanos particulares, carecen hoy de cualquier responsabilidad política ante el Parlamento.

Dicho lo anterior, es lo cierto que nuestro Reglamento del Parlamento de Navarra –al igual que la normativa propia de otras Cámaras- no contiene distinción objetiva alguna entre “declaración institucional” y “moción”. La actuación de la Mesa y de la Junta de Portavoces a este respecto ha sido de lo más variopinta, ante iniciativas de declaraciones y mociones, con contenido perfectamente intercambiable. La simple manifestación de rechazo a ciertas actuaciones ha sido objeto de calificación como declaración, unas veces y, otras, como moción. Otro tanto sucede con las reprobaciones y los ejemplos abundan y son recientes. No obstante, también se ha dado el caso de propuestas de declaración institucional, según la catalogación del Grupo Parlamentario proponente, que han sido recalificadas como mociones. 

Respecto al ámbito subjetivo de la censura política instada mediante declaraciones institucionales el abanico es amplísimo y abarca cualquier clase de instituciones, españolas o extranjeras.

En vista de todo ello, pese al criterio del suscribiente –que considera factible un uso más equilibrado y racional de los mecanismos de moción y declaración institucional, en virtud de la relación existente entre su contenido y los institutos de la censura y de la responsabilidad política-, se ha de destacar que la Mesa y la Junta de Portavoces no han seguido un proceder sistemático que sirva de precedente aplicable a la cuestión que tratamos. Tanto la reprobación como la manifestación de rechazo o repulsa se han admitido a trámite, ya se articulen como declaraciones, ya como mociones.

3. Más problemático nos resulta la obvia imputación que se realiza a las personas que se pretende reprobar, en razón al ejercicio de sus responsabilidades en la CAN, “por el cual se lucraron de forma irregular”, así como “de forma contraria a los principios éticos y políticos”, según se afirma, en ambos casos, “mediante el cobro de dietas y con voluntad expresa de ocultación a la ciudadanía”.

La apelación a los principios éticos y políticos no tiene incidencia directa en el plano jurídico, sino, como es obvio, en la ética y la política, campos, ambos, fructíferamente abonados a distintas percepciones según la ideología de cada cual. No ocurre lo mismo respecto a lo que se califica como lucro irregular. Por tal hemos de entender el provecho económico de un negocio o encargo realizado fuera de las reglas aplicables o contrario a ellas. Bien pudiera sostenerse  que la actuación humana se rige por normas o reglas éticas, políticas y jurídicas. Así las cosas, si los autores de la iniciativa sostienen que el lucro, además de contrario a los principios éticos y políticos, se ha obtenido de forma “irregular” o contrario a las reglas, es plausible llegar a la convicción de que tales reglas adicionales son las contenidas en el ordenamiento jurídico de aplicación. En suma creemos que la expresión utilizada en la propuesta de declaración, referida al “lucro irregular”, puede ser perfectamente equiparada por la ciudadanía como lucro contrario a derecho. No es menester que indaguemos en el Código Penal al objeto de calificar la conducta típica y antijurídica en que incurrirá una actuación de este tipo.

De acuerdo con cuanto se lleva razonado, es de traer a colación que todos los poderes públicos están sujetos a la Constitución y que deben actuar con objetividad y sometimiento al Derecho (arts. 9 y 103 CE). El art. 24.2 de la CE garantiza la presunción de inocencia. Por su parte, los arts. 22 y 120.1.a) del RPN exigen a los parlamentarios forales el respeto al orden, la cortesía y la disciplina parlamentaria, sin que puedan proferir palabras o verter conceptos ofensivos al decoro de los miembros de la Cámara, de los cargos institucionales o de otras personas.

Pues bien, un simple examen liminar de la propuesta de declaración, esencialmente al imputar a los cargos públicos y personas citadas un “lucro irregular”, pone de relieve que resultan vulnerados los preceptos constitucionales y reglamentarios citados, singularmente, faltando al decoro de tales cargos y personas y menoscabando su derecho a la presunción de inocencia. Es notorio que la conducta reprochada a dichas personas en la declaración institucional se halla actualmente bajo investigación judicial. Solo a los órganos integrados en el Poder judicial corresponde ejercer la potestad jurisdiccional, juzgando y haciendo ejecutar lo juzgado (art. 117 CE).

CONCLUSIÓN

Según nuestro criterio, la Mesa, previa audiencia de la Junta de Portavoces, en ejercicio de las facultades que le atribuye el art. 37.1.6ª del Reglamento del Parlamento de Navarra debería inadmitir a trámite la propuesta de declaración institucional examinada, por las razones jurídicas anteriormente expuestas.

Este es mi informe, que someto a cualquier otro criterio mejor fundado en derecho.

Pamplona, 8 de marzo de 2013

El Letrado Mayor Adjunto,

Miguel Esparza Oroz
